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Doctora: 

DEYNA JOHANA BELTRÁN GONZÁLEZ 

JUEZ 12° ADMINISTRATIVA DEL CIRCUITO DE TUNJA 

E.                                            S.                                          D. 

 

 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

RADICADO No.: 15001-3333-012-2019-00219-00 

DEMANDANTE:  RONAL ANDRÉS GUERRERO CEBALLOS 

DEMANDADO:   NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NAL. 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                                                        

                                                                   

 

KAREN PAOLA AMÉZQUITA BUITRAGO, identificada con cédula de ciudadanía 

40.049.215 expedida en Tunja y tarjeta profesional No. 146.038 del Consejo 

Superior de la Judicatura, actuando en mi calidad de apoderada especial
1

 de la 

NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA - EJÉRCITO NACIONAL dentro del 

referenciado proceso; me permito dar CONTESTACIÓN A LA DEMANDA en los 

siguientes términos:  

 

1. LO PEDIDO: 

El señor SLP RONAL ANDRÉS GUERRERO CEBALLOS   identificado con cédula 

de ciudadanía No. 93.437.888 pretende se declare la nulidad del Oficio N° 

20183112273841 MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-EEMGF-COPER-DIPER del 21 de 

noviembre de 2018, a través del cual se le negó la reliquidación del subsidio 

familiar atendiendo el artículo 11° del Decreto 1794 de 2000. 

Persigue además la declaratoria del acto ficto o presunto producto del silencio 

administrativo negativo a través del cual se denegó la reliquidación salarial 

retroactiva devengada (20%) y la prima de actividad. 

 

Como consecuencia de la anterior declaración y a título de restablecimiento del 

derecho pide el reajuste de salarios y prestaciones sociales devengados con la 

inclusión de la prima de actividad; el pago del retroactivo salarial, y la indexación 

de los valores adeudados. 

 

Solicita que se condene a la entidad en costas y agencias en derecho. 

                                                 
1 Conforme a poder otorgado por la señora Directora (E) de Asuntos Legales del Ministerio de 
Defensa Nacional, doctora Sonia Clemencia Uribe Rodríguez,  y que se adjunta en diecisiete (17) 
folios. 

http://www.mindefensa.gov.co/
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 Finalmente pide se liquide la sentencia en los términos del artículo 192 y 195 

del C.P.A.C.A. 

 

2. RESPUESTA A LAS PRETENSIONES 

 

ME OPONGO A TODAS Y A CADA UNA DE ELLAS   por cuanto los actos 

administrativos acusados se encuentran plenamente ajustados a derecho, 

manteniéndose incólume la presunción de legalidad que los reviste. 

 

3. A LOS HECHOS DE LA DEMANDA. 

 

Los narra el apoderado de la parte actora en el capítulo respectivo de la demanda. 

A ellos se responde en su orden, así: 

Al 1° Es cierto. 

2 al 4° Me relevo de emitir pronunciamiento frente a lo allí descrito como quiera 

que no corresponden a hechos, son apreciaciones subjetivas. 

5° al 8°  Son ciertos. 

9° y 10°  No le constan a mi prohijada. 

11°  Es cierto. 

12° al 14°  Me relevo de emitir pronunciamiento frente a lo allí descrito como 

quiera que no corresponden a hechos, son argumentos que sirven de soporte al 

libelo introductorio. 

4. EXCEPCIONES DE MÉRITO 

4.1 PRESCRIPCIÓN: 

 

Señora Juez, en el evento en que el despacho acceda a las pretensiones 

invocadas,  ruego se declare probada esta excepción, en razón a que el Decreto 

1211 de 1990 regula en el art. 174 la figura de la prescripción, así:  

 

PRESCRIPCIÓN. Los derechos consagrados en este Estatuto prescriben en 

cuatro (4) años, que se contarán desde la fecha en que se hicieron exigibles. 

El reclamo escrito recibido por autoridad competente sobre un derecho, 

interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso igual. El derecho al pago 

de los valores reconocidos prescribe en dos (2) años contados a partir de 

la ejecutoria del respectivo acto administrativo y pasarán a la Caja de 

Retiro de las Fuerzas Militares.” 

 

5. RAZONES DE DEFENSA  

 

5.1  PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 

ENJUICIADOS. 

 

Dicha presunción refiere que el acto administrativo es obligatorio, mientras no 
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 sea suspendido o anulado por la jurisdicción contenciosa
2

. Así pues, se concibe 

que la legitimidad del acto administrativo, se deriva del uso de las potestades de 

orden público, y protección del interés colectivo que ostenta la autoridad que los 

expidió, con estricta sujeción a los límites de su competencia y a la normatividad 

que rige la materia o situación jurídica a dilucidar. 

 

En este sentido, se ha pronunciado el Honorable Consejo de Estado en la 

siguiente forma: 

 

(…) “A juicio de la Corte, la exigencia que contiene el segmento 

normativo acusado, cuando se demandan actos administrativos, 

encuentra su justificación en lo siguiente: Los actos administrativos 

constituyen la forma o el modo usual en que se manifiesta la actividad 

de la administración, con miras a realizar las múltiples intervenciones 

en la actividad de los particulares, que en cumplimiento de los 

cometidos que le son propios autoriza el derecho objetivo. La 

existencia de un régimen de derecho administrativo como el que nos 

rige, implica que la administración a través de dichos actos 

unilateralmente crea situaciones jurídicas impersonales y abstractas 

o define situaciones jurídicas subjetivas, es decir, que imponen 

obligaciones o reconocen derechos a favor de particulares. 

 

(…) La naturaleza y características propias del acto administrativo, 

que se han puesto de presente anteriormente, justifican plenamente 

que el legislador, dentro de la libertad de configuración de las normas 

procesales que regulan el ejercicio de las acciones contencioso 

administrativas, haya dispuesto que cuando se impugna un acto 

administrativo deban citarse las normas violadas y explicarse el 

concepto de la violación. En efecto:  Si el acto administrativo, como 

expresión de voluntad de la administración que produce efectos 

jurídicos se presume legal y es ejecutivo y ejecutorio, le corresponde 

a quien alega su carencia de legitimidad, motivada por la 

incompetencia del órgano que lo expidió, la existencia de un vicio de 

forma, la falsa motivación, la desviación de poder, la violación de la 

regla de derecho o el desconocimiento del derecho de audiencia y de 

defensa, la carga procesal de cumplir con las exigencias que prevé la 

norma acusada.
3

  (Subrayas fuera de texto). 

 

Como se ve, al ser el acto administrativo la expresión de la voluntad de la 

administración que produce efectos jurídicos, corresponde a quien lo cuestione 

la carga de probar que se encuentra viciado de ilegalidad, entre tanto goza de 

plena ejecutoriedad.
4

  

                                                 
2 Artículos 64 y 66 del Código Contencioso Administrativo. 
3 Consejo de Estado. Sección Segunda, Subsección “B”. Consejero ponente: Alejandro Ordoñez Maldonado. 
Bogotá, D.C.  veintitrés (23) de marzo de dos mil seis (2006). Radicado número: 25000-23-25-000-2002-
04164-01(4164-04). 
4 Sobre el tema en comento ver los siguientes fallos: i) Consejo de Estado. Sección Segunda, Subsección 
“B”. Consejero ponente: Jesús María Lemos Bustamante. Bogotá D.C., veintitrés (23) de junio de dos mil 
cinco (2005). Radicado: 25000-23-25-000-2001-05879-01(2065-04). ii) Consejo de Estado, Sección Cuarta. 
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5.2  RÉGIMEN SALARIAL Y PRESTACIONAL PARA LOS MIEMBROS DE 

LA FUERZA PÚBLICA. 

 

El artículo 150 de la Constitución Política en su numeral 19, literal e), preceptúa 

que compete al Congreso de la República dictar las normas generales y señalar 

en ellas los objetivos y criterios a los que debe sujetarse el Gobierno para “... 

fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los 

miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública.”. 

 

De  lo anterior se infiere la existencia de una competencia compartida entre el 

legislador y el ejecutivo para estos efectos: aquel determina unos parámetros 

generales conforme a los cuales éste ha de fijar todos los elementos propios del 

régimen salarial y prestacional. 

 

En ejercicio de la mencionada función, el Congreso Nacional expidió la Ley 4a. 

de 1992, norma  general que facultó  al Gobierno para fijar el régimen salarial y 

prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional 

y de la Fuerza Pública, siguiendo los lineamientos allí  trazados. Por ello el 

artículo 13 dispuso: 

 

 “En desarrollo de la presente Ley el Gobierno Nacional establecerá una escala 

gradual porcentual para nivelar la remuneración del personal activo y retirado 

de la fuerza pública de conformidad con los principios establecidos en el artículo 

segundo. 

Parágrafo: La nivelación de que trata el presente artículo debe producirse en las 

vigencias fiscales de 1993 a 1996.”. 

 

De otra parte, el Presidente de la República, en uso de las facultades 

constitucionales previstas en el artículo 215, resolvió declarar el estado de 

emergencia social, mediante el Decreto Ley 333 de 1992, y expidió normas 

relacionadas con el régimen salarial de los miembros de la Fuerza Pública, 

específicamente el Decreto 335 de 1992, que varió el sistema de remuneración 

de los miembros de la Fuerza Pública con base en lo devengado por un Ministro 

de Despacho. 

6. CASO CONCRETO 

 

6.1 DEL REAJUSTE SALARIAL PRETENDIDO POR EL ACTOR: 

 

En sentencia de unificación proferida en materia de reajuste salarial del 20%, 

calendada 25 de agosto de 2016, y emitida por el Consejo de Estado, Sección 

Segunda, Consejera Ponente Sandra Lissette Ibarra Vélez, radicación CE-SUJ2-

85001-3333-002-2013-00060-01,  se dispuso que los soldados que hicieron 

tránsito de voluntarios a profesionales tenían el derecho de conservar la 

asignación básica correspondiente a un (01) salario mínimo mensual vigente 

aumentado en un 60%, bajo unos presupuestos puntuales. 

                                                 
Consejero ponente: Juan Ángel Palacio Hincapié. Bogotá, D.C.,  febrero veintidós (22) de dos mil dos 
(2002). Radicado: 76001-23-24-000-1997-4125-01(12541). 
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No obstante, analizadas las particularidades del caso sub examine no es 

procedente la declaratoria de nulidad del acto administrativo  acusado, pues  

mantiene incólume su presunción de legalidad en los términos del artículo 88 

del C.P.A.C.A., pues el señor SLP RONAL ANDRÉS GUERRERO CEBALLOS   nunca 

ostentó la calidad de soldado voluntario, y por ello no es viable la reliquidación 

salarial y prestacional pretendida.  

 

6.2  RELIQUIDACIÓN DEL SUBSIDIO FAMILIAR: 

 

- CARENCIA DEL DERECHO DEL DEMANDANTE E INEXISTENCIA DE LA 

OBLIGACIÓN EN LA ENTIDAD DEMANDADA 

El  Decreto 4433 de 2004,  contempla lo siguiente: 

 

Artículo  13.  Partidas computables para el personal de las Fuerzas Militares. La 

asignación de retiro, pensión de invalidez y de sobrevivencia, se liquidara según 

corresponda en cada caso, sobre las siguientes partidas así: 

 

13.2 Soldados Profesionales: 

 

13.2.1 Salario mensual en los términos del inciso  primero del artículo 1° del 

Decreto Ley 1794 de 2000. 

 

13.2.2. Prima de antigüedad,  en los porcentajes previstos  en el artículo 18 del 

presente Decreto. 

 

Teniendo como base lo anterior no es procedente la inclusión del subsidio 

familiar en la asignación de retiro reconocida al demandante, por cuanto no se 

encuentra contemplado por el decreto en referencia. 

 

En el presente asunto, una vez verificado el material probatorio conforme la 

respuesta dada por la Subdirección de personal del Ejército Nacional y las normas 

que determinan las partidas computables a tener en cuenta para el 

reconocimiento de la asignación de retiro  en  la categoría de soldados 

profesionales, tenemos que al actor no le asiste el mismo, razón por la cual en 

el presente asunto no es viable que la entidad que represento reconociera tal 

beneficio, habida cuenta el legislador no lo previó.  

 

 

- NATURALEZA DEL SUBSIDIO FAMILIAR: 

 

Según definición dada por el legislador el subsidio familiar es  “una prestación 

social pagadera en dinero, especie y servicios a los trabajadores de medianos y 

menores ingresos, en proporción al número de personas a cargo y su objetivo 

fundamental consiste en el alivio de las cargas económicas que representa el 

sostenimiento de la familia, como núcleo básico de la sociedad”. (artículo 1º de 

la Ley 21/82). 
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 Se trata, entonces, de una prestación o partida cuya finalidad es la de ayudar a 

la cabeza del núcleo familiar al sostenimiento de las personas que se encuentran 

a su cargo, en consideración a sus bajos ingresos. 

 

En el caso de los miembros de las Fuerzas Militares, el Subsidio Familiar viene 

siendo regulado de tiempo atrás por el legislador como una forma de 

subvención, de ayuda o de auxilio a favor de los Oficiales y Suboficiales en 

servicio activo, casados o viudos, con hijos, a quienes se les asigna, por cada 

uno de estos miembros familiares, un determinado porcentaje sobre su 

asignación básica. 

 

La norma que previa el reconocimiento y pago el subsidio  familiar para el 

personal de Soldados Profesionales que se encontraba en actividad era el artículo 

11 del Decreto Ley 1794 de 2000 (derogado por el Decreto 3770 de 2009): 

 

Artículo 11. SUBSIDIO FAMILIAR. A partir de la vigencia del presente Decreto el 

soldado profesional de las Fuerzas Militares casado o con unión marital de hecho 

vigente, tendrá derecho al reconocimiento mensual de un subsidio familiar 

equivalente al cuatro por ciento (4%) de su salario básico mensual más la prima 

de antigüedad…” 

 

- NO SE CONSOLIDA EL DERECHO SOLICITADO Y DEMANDADO 

 

El  Decreto 4433 de 2004, respecto del subsidio familiar,  contempla lo siguiente: 

 

Artículo  13.  Partidas computables  “los soldados profesionales que a la vigencia 

del Decreto 1794 de 2000 se encontraban devengando el beneficio previsto en el 

artículo 11 del decreto ley 1794 continuaran devengándolo hasta su retiro del 

servicio, por cuanto para esa fecha ya tenían un derecho adquirido que contaba 

con un respaldo legal al momento de su reconocimiento.”  

 

El demandante no cumple con este presupuesto y ya se le hizo el reconocimiento 

del subsidio familiar. Debe observar el señor Juez que  para esa fecha  se 

encontraba vigente  el Decreto 1161 de julio de 2014 “Por el cual se crea el 

subsidio familiar para soldados profesionales e infantes de marina 

profesionales y se dictan otras disposiciones” y atendiendo el artículo 1° del 

tal precepto normativo se le reconoció y pago el porcentaje del subsidio 

correspondiente; por lo que no es procedente su reliquidación. 

 

En consecuencia, el acto administrativo contenido en el Oficio 20183112273841 

MDN-CGFM-COEJC-SECEJ-EEMGF-COPER-DIPER del 21 de noviembre de 2018, 

se encuentra plenamente ajustado a derecho. 

 

6.3  PRIMA DE ACTIVIDAD: 

 

El  reconocimiento de la prima de actividad pretendida por  el señor RONAL 

ANDRÉS GUERRERO CEBALLOS  está taxativamente consagrado para los 

Oficiales y Suboficiales de las Fuerzas Militares, y por ende no es viable su 
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 reconocimiento y pago, pues el actor es soldado profesional y el Decreto 1794 

de 2000 no la contempla. 

 

Así se estableció en el acto administrativo demandado, que atendió el régimen 

especial para los soldados profesionales, Decretos 1793 y  1794 de 2000, 

manteniendo incólume su presunción de legalidad. 

 

Adicionalmente, en sentencia de unificación dictada por el Consejo de Estado, 

M.P. William Hernández Gómez; dentro del radicado 85001-3333-002-2013-

00237-01 y calendada 25 de abril de 2019; se determinó lo siguiente: 

 

(…) 

 

“ Las partidas contempladas en el artículo 13 para el caso de los oficiales 

y suboficiales son las siguientes: 

 

13.1.1 Sueldo básico. 

13.1.2 Prima de actividad. (Resaltado no es del texto original). 

13.1.3 Prima de antigüedad. 

13.1.4 Prima de estado mayor. 

13.1.5 Prima de vuelo, en los términos establecidos en el artículo 6o del 

presente Decretó. 

13.1.6 Gastos de representación para Oficiales Generales o de Insignia. 

13.1.7 Subsidio familiar en el porcentaje que se encuentre reconocido 

a la fecha de retiro. (Resaltado no es del texto original). 

13.1.3 Prima de antigüedad. 

 

13.1.8 Duodécima parte de la Prima de Navidad liquidada con los últimos 

haberes percibidos a la fecha fiscal 

de retiro». 

 

(…) 

 

Así las cosas, es plausible concluir que no se presenta una vulneración 

del derecho a la igualdad al fijar unos porcentajes de liquidación de la 

asignación de retiro diferentes para los soldados profesionales de los 

que rigen para los oficiales y suboficiales de las Fuerzas Militares. 

  

En conclusión: No son aplicables a los soldados profesionales los 

incrementos previstos por el Decreto 991 de 2015 para los oficiales y 

suboficiales de las Fuerzas Militares. (Resaltado no es del texto original). 

 

De todo lo expuesto se extraen las siguientes reglas de unificación de la 

jurisprudencia en el tema puesto a consideración: 

 

1. En virtud de la correspondencia que debe existir, las partidas para 

liquidar la asignación de retiro son las mismas sobre las cuales el 

legislador o el gobierno en uso de sus facultades constitucionales o 

legales fijen el correspondiente aporte a cargo de los miembros de la 

Fuerza Pública”. (Resaltado no es del texto original). 

 

(…) 
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 De tal suerte, que el acto acusado se expidió conforme al régimen salarial y 

prestacional  de los soldados profesionales, siendo inexistente la discriminación 

deprecada por el actor, por encontrarse los sujetos de derecho  en diferentes 

condiciones frente al personal de Oficiales y Suboficiales, sin quebrantarse en 

ningún momento el derecho  a la igualdad.  

 

Por las razones expuestas, solicito al Señor Juez, denegar las súplicas de la 

demanda. 

7. PRUEBAS 

Documentales aportadas: 

 

Allego antecedentes administrativos que dieron origen a los actos 

administrativos demandados. 

8. ANEXOS 

 

Poder en diecisiete (17) folios. 

 

9. NOTIFICACIONES 

 

Recibo notificaciones  físicas en las instalaciones de la Primera Brigada del 

Ejército Nacional, Oficina del Ministerio de Defensa  ubicada en la  calle 22 No. 

8-56 de la ciudad de Tunja, en el correo inscrito en el Registro Nacional de 

abogados karenamta@hotmail.com y en el correo  institucional 

karen.amezquita@mindefensa.gov.co. 

 

También en el número celular 3208503028. 

 

10. PERSONERÍA. 

 

Solicito me reconozca personería para actuar en los términos y para los fines 

contenidos en  el poder anexo. 

  

Atentamente; 

 

 

Karen Paola Amézquita Buitrago 

C.C. 40.049.215 expedida en Tunja 

T.P. 146.038 del C. S. de la J. 

Correo electrónico: karenamta@hotmail.com 
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